AMPLIA DENUNCIA CONTRA LOS DRES. ALEJANDRO SLOKAR Y PEDRO DAVID, INTEGRANTES DE LA SALA II DE LA CAMARA FEDERAL DE CASACION PENAL
Ref. Expte 261/16

Buenos Aires, 24 de Octubre de 2016.
Al Señor Presidente del 

Consejo de la Magistratura 

Dr. Miguel A. Piedecasas
S
/
D
De mi consideración:

Lucio Cesar NAST, DNI Nº 10.594.380; detenido en la Unidad Penitenciaria Federal Nº 31 de Ezeiza “Nuestra Señora del Rosario”, ratificando el domicilio legal constituido en la calle Uruguay 1064 Piso 5 “B” de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, me presento en los términos de la Resolución del Consejo de la Magistratura N° 303/2005 y, respetuosamente digo:
I
OBJETO
El artículo 1º de la resolución 303/2005 del Consejo de la Magistratura señala que “toda persona que tenga conocimiento de un hecho u omisión imputable a un magistrado del poder judicial de la Nación, que configure alguna de las causales de remoción previstas en el art. 53 de la Constitución Nacional, podrá denunciarlo ante el Consejo de la Magistratura. El denunciante no será parte de las actuaciones pero estará obligado a comparecer siempre que su presencia sea requerida. Cuando los tribunales superiores advirtieren la presunta comisión de ilícitos o la existencia manifiesta de desconocimiento del derecho aplicable por parte de magistrados inferiores, dispondrán -sólo para estos casos- la instrucción de un sumario. De la iniciación se notificará al Consejo de la Magistratura al cual deberán remitirse las actuaciones luego de realizarse las medidas preliminares. El Consejo de la Magistratura podrá en cualquier momento avocarse al conocimiento del sumario.”.

            Por lo allí normado, vengo a ampliar la formal denuncia presentada el día 19/8/16 y ampliada posteriormente en fecha 1/9/16, ante este Consejo contra los señores jueces ALEJANDRO SOLKAR y PEDRO DAVID, jueces de la Sala II de la Cámara Federal de Casación Penal. Ambos magistrado son parte de la trama de complicidad política y judicial que hace posible la detención “eterna” de los presentantes en las mal llamadas causas de lesa humanidad, violando garantías constitucionales y procesales como tratados internacionales, con la exclusiva finalidad de extender las prisiones preventivas sin límite temporal alguno y evitar así la libertad de los mismos; sin resolver los remedios recursivos interpuestos contra las sentencias condenatorias y las revocaciones de la libertades como consecuencia de dichas condenas. Actuando, ambos magistrados, con grave negligencia y realizando actos de manifiesta arbitrariedad en el ejercicio de sus funciones. 

               Por estos motivos han incurrido en la causal de mal desempeño de sus funciones, de acuerdo a los hechos que se describieron la denuncia y se amplían a continuación y a tenor de los cargos que allí se formulan.
II
RELACIÓN COMPLETA Y CIRCUNSTANCIADA DE LOS HECHOS EN QUE SE FUNDA LA NUEVA AMPLIACION DE LA DENUNCIA 
En fecha 19/08/16 se presentó formal denuncia contra los Dres. ALEJANDRO SLOKAR y PEDRO DAVID, la cual fue ampliada en fecha /09/16, a las cuales me remito y doy por reproducida brevitatis causae como parte integrante del presente. 
En fecha 11/02/14 se interpuso formal recusación con causa contra los jueces subrogantes del Tribunal Oral Federal Nº 2 de la ciudad de Rosario: Dra. Noemí Berros, Roberto Lopez Arango, Noemí Marta Berros y el cuarto juez Dr. José Maria Escobar Cello.  

Sin darle el tramite previsto en el art. 61 del CPPN y sin producir los informes que allí prevee, ni siquiera se le corrió vista al cuarto juez (Dr. Escobar Cello), la Presidenta del Tribunal Oral Federal N° 2 de Rosario dispuso mediante decreto de fecha 12/02/14: “A las recusaciones presentadas por el Dr. Gonzalo Miño y Juan Antonio Tobías, atento a la proximidad del inicio de la audiencia de debate, difiérase su tratamiento y resolución parcial para la oportunidad prevista en el art. 376 del CPPN”.  En  fecha 14/02/14 a primera hora se interpuso Revocatoria ante el pleno atento la inusitada situación y ante los reiterados planteos de la defensa, se rechazó la recusación con causa, ese mismo día 14/02/14, en la misma audiencia de debate. 
Sobre el particular, el art. 61 del CPPN dispone: ”….En caso contrario, se remitirá el escrito de recusación con su informe al tribunal competente que, previa audiencia en que se recibirá la prueba e informarán las partes, resolverá el incidente dentro de las cuarenta y ocho (48) horas sin recurso alguno”. 

El planteo se realizó en los autos "nast lucio cesar s/ privación ilegal de la libertad agravada en concurso real con los delitos de tormentos calificados y asociación ilícita (parcial expte nº 120/08), expte nro. 850000124/10 y sus acumulados 85000041/11, 85000069/11,  85000014/12 y 85000055/12, que a los fines de la tramitación del recurso de casación contra el fallo condenatorio recaído en estos autos se transformó en los autos “legajo  nº 11 - querellante: vivono, alfredo nestor y otros imputado: nast, lucio césar y otros s/ legajo de casación” (expte 85000124/2010) de trámite por ante la Sala II de la CFCP y que es objeto de las denuncias anteriores presentadas ante este Consejo de la Magistratura de la Nación.
Contra ese arbitrario rechazo, en violación al art. 61 del CPPN y de lo dispuesto en la Acordada 1/1997 de la CNCP, se interpuso formal Recurso de Casación en fecha 20/02/14, el cual fue concedido por el Tribunal Oral Federal N° de Rosario mediante Resolución Nº 27/14 de fecha 27/02/14 y elevado a la CFCP, recayendo en la Sala II. El planteo ingresa a dicha Sala en fecha 19/03/14, disponiéndose la primera notificación en fecha 8/04/14.
El incidente se caratuló: “legajo nº 3 - querellante: dres. alvaro baella, lucas ciarniello, ana claudia oberlin y nadia schujman y otro imputado: nast, lucio césar s/legajo de casación”. 
En tiempo y forma la defensa mantuvo el recurso en los términos del art. 464 del CPPN. 

Mientras tanto, la audiencia de debate continuó, a pesar de los pedidos de suspensión de la defensa, hasta tanto se resuelva el remedio recursivo interpuesto. 
El remedio recursivo de la defensa fue rechazado en fecha 19/09/14 mediante Resolución N° 1912/14, la cual dispuso: “DECLARAR MAL CONCEDIDO el recurso de casación interpuesto por la defensa particular de Julio Fermoselle, Ramón Telmo Ibarra, Pedro Travagliante, Ernesto Vallejos, Lucio César Nast y Eduardo Dugour, sin costas (arts. 444, 454, 465 bis, 530 y 531 del CPPN). 

El remedio casatorio fue rechazado sin producirse la audiencia prevista en el art. 465 del CPPN. 

Los Dres. Slokar y David han desconocido los antecedentes de la CSJN en materia de recusación: Fallos: 316:826 “Albariños”; 322:1941 “Zenzerovich” disidencia de los jueces Boggiano y Fayt; 326:3842 “Alvarez”, disidencia de los jueces Vázquez y Maqueda-; 328:1491 “Llerena”, pues al encontrarse en juego la garantía constitucional del debido proceso y por ende en crisis la correcta administración de justicia y el servicio de la magistratura, debió abrirse el trámite de la incidencia, debiendo escuchar los argumentos de la defensa. 
Así, los Dres. Slokar y David han violentado la garantía del “doble conforte judicial”, “derecho al recurso” o “doble conforme”, de acuerdo a lo establecido en la garantía prevista por el artículo 8.2.h de la C.A.D.H., de modo tal de poder controlar así el acierto jurídico del fallo recurrido.  

Nuestro Máximo Tribunal en el precedente “Lamas, Pablo Fernando” (L. 117. XLII del 8/4/2008) dispuso: “Que si bien, en principio, las decisiones sobre recusación de los jueces no son susceptibles de recurso extraordinario, por no tratarse de sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48 (Fallos: 310:2937), corresponde prescindir de tales extremos, bajo la invocación de circunstancias especiales que inciden en menoscabo del servicio de justicia y requieren amparo en la oportunidad en que emerge y se alega el concreto caso constitucional (Fallos: 311:266; 314:107, entre otros), las que deben ser valoradas para evitar que la garantía del debido proceso en la cual la imparcialidad del juzgador es condición necesaria pueda verse lesionada con el mantenimiento de condiciones adversas para el correcto ejercicio del derecho de defensa”. 
Especialmente nuestra CSJN en el antecedente “Llerena” (17/5/05 en la causa L. 486. XXXV) entendió: “Que la sentencia impugnada si bien no es definitiva puesto que no pone fin al juicio, ni se pronuncia de modo final sobre el hecho imputado resulta equiparable a tal en tanto produce un perjuicio de tardía e insuficiente reparación ulterior, ya que se cuestiona la imparcialidad objetiva del juzgador en un momento determinado del proceso, que por su naturaleza exige una consideración inmediata en tanto constituye la única oportunidad para su adecuada tutela (Fallos: 316:826 y sus citas; 322:1941, disidencia de los jueces Boggiano y Fayt, y 326:3842, disidencia de los jueces Maqueda y Vázquez). Ello es así, puesto que el planteo supone que el proceso no progrese ante la misma jueza sospechada de parcialidad. De lo contrario es decir, de tener que pronunciarse esta Corte luego de llevado a cabo el juicio y agotados los recursos pertinentes se produciría una dilación indebida del proceso, en perjuicio del imputado, como así también un dispendio jurisdiccional innecesario, tomando en cuenta que de resolverse favorablemente la pretensión de la defensa, se debería realizar un nuevo juicio. Por estos motivos la oportunidad para decidir la cuestión resulta ser ésta en que se la invoca, toda vez que si no la posterior revisión de lo decidido dejaría de ser eficaz (Fallos: 313:584, disidencia del juez Fayt).

Es que en el planteo de la defensa existía cuestión federal suficiente puesto que se había puesto en discusión el alcance de la garantía de juez imparcial reconocida dentro de los derechos implícitos del art. 33 de la Constitución Nacional, y se deriva de las garantías de debido proceso y de la defensa en juicio establecidas en el art. 18 de la Constitución Nacional y consagrada expresamente en los artículos: 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos que forman parte del bloque de constitucionalidad federal en virtud de la incorporación expresa que efectúa el art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional (confr. Fallos: 326:3842, disidencia de los jueces Maqueda y Vázquez).
Además, los Dres. Slokar y David, desconocieron lo normado por la Acordada 1/97 de la Cámara Nacional de Casación Penal, que estableció que la instancia correspondiente para la tramitación de recusación con causa de los magistrados de un Tribunal Oral es la Cámara Federal de Casación Penal. 
 Así lo dispuso la misma Sala II CFCP con la firma del propio juez Dr. David, que ahora desconocen los jueces denunciados: “Corresponde hacer lugar al recurso de casación interpuesto en virtud de lo dispuesto en la Acordada n° 1/97, donde se estableció que el tribunal competente al que hace referencia el art. 61 del C.P.P.N., es ésta Cámara Nacional de Casación Penal. Tratamiento tutelar que compromete en mayor grado la mencionada garantía de imparcialidad…”. (Voto del Dr. David, adhieren los Dres. Fégoli y Mitchell). Magistrados: Fégoli, David, Mitchell. Registro n° 8318.2. G., S. L. s/recurso de casación. 27/02/06 Causa n°: 6300. Cámara Nacional de Casación Penal. Sala: II. Citas: C.S.J.N. "LLerena, Horacio Luis s/ abuso de armas y lesiones", L.486 XXXVI, causa n° 3221. C.N.C.P. - Sala I, "Ochoa, Jorge Gabriel s/recusación", Reg. n° 8353, causa n° 6536, rta. el 5/12/05. 

 En efecto, el Tribunal competente, según la norma del artículo 61 del CPPN es la Cámara Federal de Casación Penal (CFCP), por lo que, sin mayor esfuerzo intelectual se advierte que los magistrados denunciados debieron abrir la instancia, recibir los informes del art. 61 del CPPN, escuchar a las defensas y luego resolver; atento al grave incumplimiento de los magistrados del Tribunal Oral Federal N° 2 de Rosario, afectando gravemente el debido proceso y el derecho de defensa en juicio de los denunciantes.
Ya desde aquella oportunidad, y en cada oportunidad en que intervinieron los Dres. Slokar y David, cada planteo de la defensa fue rechazado, sin realizarse la audiencia prevista en los arts. 465 y 465 bis del CPPN.

Que es lo que vienen denunciado los justiciables, en estas presentaciones. 
Pueden los jueces Slokar y David decidir sobre una sentencia condenatoria cuando se negaron a tramitar un incidente de recusación con magistrados subrogantes del Tribunal Oral Federal que con anterioridad al comienzo de la audiencia de debate (en la cual se juzgaban hechos ocurridos en el ámbito de la Jefatura de Policía de la ciudad de Rosario) sostuvieron en una sentencia en la ciudad de Paraná: “Esta imbricación de acciones en la región de la zona 2 surge  nítida en los traslados a los detenidos, a distintos centros clandestinos de detención de esta Provincia, de la Provincia de Santa Fe y de la Provincia del Chaco,  conforme el relato anterior” (pag. 286 Resolución Nro. 013/13 de fecha del 4 de Abril de 2013, en la causa T.O.F. PARANÁ - L. de E. N°: 1.960/10, 1.991/10 y 2138/11) entre muchos otros considerandos.

Quedaba claro que los justiciables iban camino a la condena, pues los jueces que debían participar del debate oral ya tenían un preconcepto de los hechos que debían juzgar, formándose una clara convicción incriminante de los mismos, afectándose de esta forma la imparcialidad de los mismos.  
Esto que debió ameritar su tratamiento por ante la Sala II de la CFCP, fue literalmente obviado por los magistrados SLOKAR y DAVID, dictando la resolución referida en 19/09/14 y notificada a la defensa en fecha 26/09/14, luego de SEIS (6) MESES sin movimiento, cuando un incidente recusatorio (notoriamente procedente) debió ser resuelto a la mayor brevedad posible, atento a que se encontraba desarrollándose la audiencia de debate y había sido recusado el Tribunal Oral en su totalidad. 
A ello debemos agregarle que la resolución es dictada DIEZ (10) HABILES antes de la sentencia condenatoria dictada por el Tribunal recusado, cuando nos encontrábamos en la etapa procesal de las palabras finales de los denunciantes. 
Esta actuación contraste notablemente, con una debida actuación, como la que fue llevada a cabo por la Sala IV de la CFCP en los autos FTU 7782/2015/3/1/CFC6, que ante una situación similar, donde las defensas recusaron al Tribunal Oral Federal de Santiago del Estero, este rechazo la recusación y también le rechazo el recurso de casación continuando con la audiencia de debate, rápidamente la Sala IV admitió el recurso de queja, abrió la instancia, realizó la audiencia del art. 61 del CPPN y resolvió hacer lugar a la recusación de las defensas (Registro n° 1226/16 del día 3/10/16). 
Resulta harto evidente, que a pesar de corresponder la apertura del trámite correspondiente del recurso interpuesto por los justiciables, por tratarse de una cuestión federal y ser la CFCP el Tribunal competente para entender en la recusación de los magistrados de un Tribunal Oral, de acuerdo a la Acodada 1/97, los magistrados denunciados rechazaron el mismo bajo el pretexto de “estar mal concedido el recurso de casación”, cuando resultaba evidente que era procedente, rechazo que fue producido y notificado DIEZ (10) DIAS antes de la sentencia, tornando abstracto el planteo de la defensa, tal como sucederá con el recurso casatorio contra la revocación de las excarcelaciones y el dictado de la prisión preventiva como consecuencia de ese fallo condenatorio. Recordando que se ha fijado fecha de audiencia para la revisión del citado fallo condenatorio para el día 7/12/16, pero continua sin fijarse audiencia para el planteo excarcelatorio. Lo que evidencia un sistemático rechazo a cada planteo de la defensa, sin ser escuchada y en franca violación al derecho de la “doble instancia”.
No queda margen de duda, que para los Dres. Slokar y David existe un Código de Rito para los delitos comunes y otro para los delitos llamados de lesa humanidad, lo que pone en evidencia su clara concepción ideológica al respecto, que fuera denunciado por esta parte oportunamente y que los inhibe de entender en este tipo de causas.

Como vemos, los Dres. Slokar y David actuaron con grave negligencia y realizando actos de manifiesta arbitrariedad en el ejercicio de sus funciones, dilatando la tramitación de los recursos de la defensa, por lo que cabe concluir que dichos magistrados mantienen a los denunciados en un estado procesal de adelanto de condena. 
Reiteramos, los jueces denunciados rechazaron un recurso de casación por una recusación con causa contra los magistrados subrogantes del Tribunal Oral Federal N° 2 de Rosario, DIEZ (10) DIAZ antes del dictado de una sentencia condenatoria y luego de permanecer el incidente SEIS (6) MESES sin tramitación, en violación a lo dispuesto en los arts. 61 y 465 del CPPN y la Acordada 1/97 de la CNCP.

Al respecto se debe hacer notar, que la defensa de los denunciantes reside en la ciudad de Rosario, provincia de Santa Fe, lugar donde se realizó el juicio oral y donde tramitan las causas, por lo que resultaba “desgastante” que se tuviera que movilizar cuatrocientos (400) km, tan solo para preguntar sobre el trámite de la misma, siendo que las veces que lo hizo se le informó que estaba en trámite interno. A ello debe añadírsele que el defensor afrontaba la audiencia de debate, dos días a la semana por espacio de casi ocho (8) meses, lo que dificultaba aún más su traslado hasta la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, tan solo para preguntar por el estado procesal de la causa. 

El gravamen producido contra los justiciables por este actuar negligente y contrario de derecho de los jueces denunciados, surge claro y patente, se privó a la parte del derecho de que se controle el acierto o no de una resolución judicial por el Superior, máxime que se trataba de una recusación con causa contra los magistrados de un Tribunal Oral Federal con profuso material probatorio y en franca violación a los arts. 61 y 465 bis del CPPN y la Acordada 1/97 de la propia CFCP. 

Dada la “llamativa” proximidad de la resolución de los jueces recusados con la sentencia condenatoria recaída, se privó a esta parte de continuar con los resortes recursivos pertinentes, pues no solo hubiesen rechazado (con total seguridad) el recurso extraordinario que hubiese correspondido interponer (como lo han hecho sistemáticamente con cada presentación de la defensa), sino que hubiese obligado a esta parte a un dispendio económico innecesario para interponer un recurso de queja ante la Corte Suprema (pago de la tasa de justicia), el que hubiese sido rechazado, lógicamente, por haberse vuelto abstracta la cuestión. 
Se pude albergar algún duda que ante semejante situación,  es decir haber rechazado arbitrariamente el remedio recursivo de los justiciables por una recusación notoriamente procedente, van los Dres. SLOKAR y DAVID resolver algo diferente a que no sea la CONFIRMACION de una sentencia condenatoria dictada por un Tribunal cuestionado por un parcialidad y que ellos se negaron a tratar el incidente recusatorio planteado por los denunciantes?.

Los denunciantes entienden que NO, que dicha sentencia condenatorio será CONFIRMADA sin más trámite. Y ello se debe a que se trata de causas de las denominadas de “lesa humanidad”, donde jueces como SLOKAR y DAVID, ideológicamente, sostienen que todos los imputados en dicha causa deben ser juzgados y condenados. 

Los jueces son realmente independientes si lo parecen para el ciudadano común. Si no lo parecen deben apartarse del caso pues de lo contrario la garantía de imparcialidad será violada. 
El juez conoce el derecho y por ello dentro del proceso, no se le puede permitir que actúe con ilegitimidad y arbitrariedad.

Actuar contrariamente a la Constitución Nacional, el Código de Rito, los Tratados Internacionales configura una negligencia grave en el ejercicio de la Magistratura. 

Al respecto, se debe resaltar que “...cuanto mayor sea la jerarquía del empleo o función, mayor debe ser el grado de ética o moralidad a exigirse (Cf. Villegas Basavilbaso, B; Derecho Administrativo; Tomo III; Ed. A. Perrot, Buenos Aires, 1954, pág. 272). En lo que hace al caso en concreto, el cargo público de juez de la Cámara Federal de Casación Penal, no es un cargo estatal intrascendente, máxime teniendo en cuenta nuestro sistema republicano y federal de gobierno.
En otro orden y a raíz de la denuncia presentada ante este Consejo de la Magistratura de la Nación y ampliada posteriormente, en fecha 1 de Setiembre de 2016 se interpuso formal pedido de inhibición y subsidiaria de recusación con los magistrados Alejandro Slokar y Pedro David de la Sala II de la Cámara Federal de Casación Penal en los autos “legajo  nº 11 - querellante: vivono, alfredo nestor y otros imputado: nast, lucio césar y otros s/ legajo de casación” (expte 85000124/2010), cuyo trámite es objeto de estas denuncias. 
En clara violación a lo dispuesto en los arts. 61 y 465 bis del CPPN, la recusación fue rechazada mediante Resolución Nro. 1933/16 de fecha 29/9/16: “RECHAZAR in limine el planteo de recusación efectuado por la defensa, con costas (arts. 530 y ccds. CPPN).”
En el planteo de la defensa se ha puntualizado como los Dres. Slokar y David rechazan sistemáticamente los recursos de casación contra las prórrogas de prisiones preventivas de los justiciables (largamente excedidas en el tiempo), sin la producción de la audiencia prevista en el art. 465 bis del CPNN. 

También se ha puntualizado que, luego de DOS AÑOS no se ha fijado la audiencia que prevee el art. 465 bis del C.P.P.N. en los autos “legajo nº 8 - querellante: secretaria de derechos humanos de la nación imputado: nast, lucio césar y otros s/legajo de casación (expte fro 085000124/2010/8), incidente en el cual se recurrió la revocación de la excarcelación y se prorroga la prisión preventiva de los justiciables, como consecuencia de un fallo condenatorio; privando a los justiciables de resolver su situación de libertad ante un fallo condenatorio NO firme.

Sin embargo, si se ha fijado fecha de audiencia, en los términos del art. 465 del C.P.P.N. en estos autos, donde se recurrió el fallo condenatorio mencionado en al párrafo anterior. Fecha que fue fijada “sugestivamente” dos días hábiles después de presentada una denuncia contra los Magistrados Slokar y David por ante el Consejo de la Magistratura de la Nación; tras DOS largos años, sin que este incidente tuviera trámite alguno.

Los magistrados denunciados nada dicen de las denuncias efectuadas por el co-imputado Nast sobre serias irregularidades en la tramitación del juicio oral, que efectuó ante los mismos magistrados, con profusa documentación y que fueron soslayadas por los citados jueces. 

Asimismo, se ha acreditado en la denuncia presentada ante este Consejo de la Magistratura, que se encuentran publicadas en internet manifestaciones que los jueces recusados habrían efectuado en medios de público acceso, que suman ingredientes a los efectos de generar temor de parcialidad. Al respecto, sobre este punto cobra importancia la doctrina sentada por la Corte Europea de Derechos Humanos, que en materia de imparcialidad las apariencias juegan un rol fundamental (en el sentido de que el juez no sólo debe ser imparcial, sino también parecerlo).

Queda claro, que los autos de referencia se va a resolver el remedio casatorio interpuesto contra un fallo condenatorio, sin haber resuelto el remedio casatorio interpuesto contra las revocaciones de la excarcelaciones y el dictado de prisiones preventivas como consecuencia de ese fallo condenatorio, tornando ilusorio los derechos de los justiciables. Incidente que lleva DOS (2) AÑOS sin trámite alguno.  

Sin mayor esfuerzo intelectual alguno, se advierte que los jueces recusados mantuvieron detenidos a los justiciables con un fallo no firme, al NO resolver el planteo casatorio sobre la revocación de sus libertades como consecuencia de esa sentencia condenatoria, que ahora se aprestan a resolver; sin tramitar, repetimos, el remedio casatorio contra la revocación de sus libertades como consecuencia de esa sentencia condenatoria, que lleva DOS (2) años sin tramitación. 

Sobre este tema en particular, cabe recordar que los jueces recusados vienen confirmando sistemáticamente las sucesivas prórrogas de las prisiones preventivas de los justiciables (notoriamente excedidas en el tiempo), dictadas en desprendimientos de la causa principal, sin dar el trámite previsto en el art. 465 bis del C.P.P.N. al declarar “inadmisible” cada recuso de la defensa. 

Reitero, en razón de ello, no cabe más que concluir que los jueces recusados han transformado la situación de los justiciables, en un claro adelanto de condena y por el solo hecho de tratarse de las denominadas “causas de lesa humanidad”.  

Olvidan los jueces recusados que tal tarea debe ser asumida de manera respetuosa con los principios y garantías constitucionales propios del Estado de Derecho. Es decir, con estricto apego a los principios emergentes de la forma republicana de gobierno, del orden constitucional y de un Estado de Derecho.

Aquí, cobra vital importancia lo denunciado por los justiciables en su denuncia ante el Consejo de la Magistratura en fecha 19/08/16 en cuanto a la postura ideológica de los Dres. Slokar y David sobre estos juicios. 

Con este panorama, hubiera sido prudente que los señores jueces recusados hubieran aseverado o rechazado los extremos aludidos en ocasión de realizar los informes previstos por el artículo 61 del C.P.P.N. Sin embargo, el rechazo de las recusaciones de los doctores Slokar y David se limitó a analizar jurídicamente la viabilidad de la recusación que fuera interpuesta, sin producirse los informes a los que alude el artículo mencionado.  

En efecto, en aras de la preservación del principio del debido proceso y de la garantía de defensa en juicio, los magistrados recusados debieron emitir el informe que prevee el art. 61 del C.P.P.N. y proceder a la integración de la Sala con otros dos magistrados (ya que la Dra. Ledesma no fue recusada) para resolver el pedido de inhibición y subsidiaria recusación con causa interpuesta por la defensa. 
Este criterio es el que debió seguirse y prueba de ello, es que en un incidente de excarcelación de los denunciantes FERMOSELLE y DUGOUR, donde fueron recusados los magistrados de la Sala II, el mismo fue resuelto por la Sala III. Se trata del incidente “fermoselle julio y otros s/ recurso de casacion” (expte fro 96003568/2010/cfc1, Sentencia Registro Nº 745/14 de fecha 9/5/14. 

Resulta inentendible el porqué de las diferentes soluciones ante un planteo similar. Resulta que cuando está en jugo un incidente excarcelatorio, los jueces denunciados cumplen con la ley y remiten el incidente recusatorio a otra Sala para su resolución previo informe del art. 61 del CPPN y cuando está en juego la revisión de una sentencia condenatoria, media denuncia ante este Consejo de la Magistratura de la nación y se ha fijado “llamativa y rápidamente” fecha de audiencia (luego de DOS (2) AÑOS de inactividad y a los DOS (2) DIAS HABILES de la denuncia) se rechaza el planteo en tiempo record y sin respetar lo dispuesto en los arts. 61 y 465 bis del CPPN.

Este Consejo de la Magistratura de la Nación se encuentra obligada a asegurar que el poder judicial se encuentre compuesto por magistrados de intachable imparcialidad, como sostiene la doctrina sentada por la Corte Europea de Derechos Humanos: el juez no sólo debe ser imparcial, sino también parecerlo.
Pues sino, este servicio de justicia, declamado, puramente declamativo, hace víctima a los justiciables.
Los jueces denunciados deben actuar en este caso concreto sin olvido de que, como  órgano de aplicación de la ley penal, no puede despegarse del sentimiento de Justicia que emana de la Constitución Nacional fundadora. 

Dicho más claramente, la actividad jurisdiccional no debe mezclarse con la persecución política. 

Por eso es inadmisible que el actual Presidente de la CSJN sostenga públicamente que los juicios a los  militares es una cuestión de estado. 

Acaso esta cuestión de estado está justificada en el odio, la revancha; y la persecución por la mano de ciertos jueces?

Los denunciantes son perseguidos políticos más para vergüenza de la República. Son víctimas junto con los principios liminares del derecho.

Bien se sabe que la manipulación de la justicia como elemento persecutorio es una máxima aberración.

Los derechos y garantías constitucionales no pueden ser modificados según las conveniencias ideológicas de los magistrados, comprometidos con proyectos políticos, que nada tiene que ver con el correcto ejercicio de la Magistratura y de la correcta administración de Justicia. 
Los denunciantes con indignación y dolor, nos preguntamos ¿Cómo es posible que un inocente sea tratado como un condenado? ¿De qué Justicia estamos hablando?

En base a ello, los denunciantes sienten grave temor de que, en base a las denuncias efectuada por ante este Consejo de la Magistratura de la Nación y que, reiteramos, provocara “sugestivamente” que se fijara fecha de audiencia para resolver la revisión de un fallo condenatorio DOS (2) DIAS HABILES después de presentada las denuncias y después de DOS (2) AÑOS sin tramitación alguna; termine en una confirmación de dichas condenas, sobre todo cuando no se tramita el remedio casatorio contra la revocación de las libertades y el dictado de la prisión preventiva como consecuencia de ese fallo condenatorio y se rechaza la recusación con causa en violación a lo dispuesto por el art. 61 del CPPN. 
A esta altura de los procedimientos, los Dres. Slokar y David ha dado muestras suficientes de perseguir a los denunciantes, desoyendo sus reclamos y exponiéndolo a una privación de libertad injusta como a la pérdida del principio de inocencia, aplicándosele de manera encubierta una pena bajo la denominación de medida cautelar.
Los denunciantes dudan, como todo hombre, de la imparcialidad con la que deben ser tratados.

No admiten que  los jueces se crean con posibilidades de estar por encima de la ley o que actúen por sentimientos de odio o de venganza, ya que por esos caminos los justiciables serán solamente víctimas; y víctimas el sentimiento de Justicia y la Constitución Nacional.

Los jueces son personas humanas proclives a las debilidades humanas.

Los jueces no están para hacer daño sino justicia.

Los denunciantes no admiten ser víctima de la debilidad humana del órgano de aplicación de la ley de cuya imparcialidad vienen temiendo.

Como temen ser sentenciado como si fueran solamente una cosa, es a juicio de los justiciables, causal de recusación y la misma debió ser resulta por un Tribunal Integrado, previo informe y audiencia del art. 61 del CPPN.

Queda claro entonces, que el temor de falta de imparcialidad de los Sres. Jueces recusados, se va patentizado en cada rechazo sistemático a las presentaciones de los justiciables y demoras injustificados en los planteos excarcelatorios, quedando muy poco margen de duda de que los citados magistrados confirmaran las sentencias condenatorias dictadas, declarando abstracto los planteos sobre las revocaciones de las excarcelaciones y el dictado de las prisiones preventivas como consecuencia de la confirmación de  dicho fallo condenatorio.  
La referencia, relacionada con la situación de expectativa de los justiciables, mis defendidos, debe tomarse como el dato de inseguridad que permite poner en crisis la imparcialidad del juzgador, de cualquier juzgador.
Como se podrá ver, del análisis de la denuncia presentada el día 19/08/16, su ampliación en fecha 1/09/16 y está presente ampliación, demuestran acabadamente que las actuaciones realizadas por los magistrados denunciados son irrazonables, totalmente contrarias a derecho, convirtiendo la situación de los justiciables prácticamente, en un sustituto de la pena privativa de libertad, por el solo hecho de tratarse de delitos de los denominados de lesa humanidad. 
Esa es la grave sospecha de los denunciantes y en ella se asienta la necesidad del pedido de investigación, sanción y apartamiento de los Dres., Slokar y David. 
Nuestra Constitución Nacional (desde 1853) resume en su Preámbulo el objetivo y la finalidad del sentimiento de justicia enunciando derechos, garantías nacidas de los principios soberanos del pueblo y de la forma republicana de gobierno.

Este es el sistema al que se refiere el artículo 18 de la CN y las leyes que en su consecuencia se han dictado.

Cuando los jueces recusados desatienden estas situaciones actúan a través de lo que podrá llamarse el anti-sistema.

 Los jueces deben respetar por eso el principio de supremacía de la ley; debe relacionar los derechos del justiciable con los mandatos de la parte dogmática de nuestra ley suprema, de nuestra Constitución Nacional.

¿Cual es entonces el servicio de Justicia que se está prestando a los justiciables? ¿Acaso se respetan sus derechos a la luz del artículo 18 de la CN?
¿Es compatible con el derecho subjetivo procesal de jerarquía constitucional de los justiciables de no ser tratado como una cosa y si como una persona humana?

  Por ello estas denuncias fundamentadas en el derecho de los justiciables  a ser reconocido como persona humana; a ser tratados en igualdad de condiciones con en la advertencia de que la intervención de magistrados sospechados de parcialidad es arbitrario; un exceso de poder reñidas con las garantías constitucionales precitadas.

En consecuencia, hubiese correspondido que el pedido de inhibición y subsidiaria recusación con causa, planteado por la defensa, hubiesen sido resueltas por una Sala integrada, previo informe de los magistrados Slokar y David (artículos 18, 31, 33, 75, inciso 22, C.N.; 8.1 C.A.D.H.; 14.1 P.I.D.C.P.; 10 D.U.D.H; 26 D.A.D.D.H).
Así, los jueces denunciados han provocado una inusitada privación de justicia y violentaron la garantía del debido proceso y la garantía de la defensa en juicio.
Al efecto la Ley Nº 24.937, modificada por la Ley Nº 24.939, 26.080 y 26.855, de acuerdo a la ley 20.004, el Decreto PEN 816/99, el Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación “es un órgano permanente del Poder Judicial de la Nación, que ejercerá la competencia prevista en el artículo 114 de la Constitución Nacional”, con facultades para proponer “sanciones disciplinarias a los magistrados como así también proponer la acusación de éstos a los efectos de su remoción”. 
El inciso A del artículo 14 de la ley 24.937 y sus modificatorias establece que “Las faltas disciplinarias de los magistrados, por cuestiones vinculadas a la eficaz prestación del servicio de justicia, podrán ser sancionadas con advertencia, apercibimiento y multa de hasta un treinta por ciento de sus haberes”, indicando las conductas que “Constituyen faltas disciplinarias: “…4. Los actos ofensivos al decoro de la función judicial o que comprometan la dignidad del cargo; 5. El incumplimiento reiterado de las normas procesales y reglamentarias… 7. La falta o negligencia en el cumplimiento de sus deberes, así como de las obligaciones establecidas en el Reglamento para la Justicia Nacional”.
Por ello, en el contexto precedentemente señalado y en el de las denuncias anteriores, y en aras de preservar el deber de imparcialidad que debe presidir el debido proceso, como también un adecuado ejercicio del derecho de defensa en juicio, corresponde investigar las denuncias efectuadas contra los Dres. Alejandro SLOKAR y Pedro DAVID, disponiéndose oportunamente una sanción y apartamiento de estas causas.
III

OFRECIMIENTO DE PRUEBA
1. AUDITORIA: Se audite las siguientes causas que tramitan por ante la Sala II de la Cámara Federal de Casación Penal, indicándose el trámite de las mismas, fecha de ingreso, fecha de resolución si tuvieren, si se han producido las audiencias que preveen los arts. 464 y 464 bis del CPPN, en el caso de no existir resolución se indique el motivo de la demora, como todos los demás datos que sirvan para indicar si las causas han tramitado en tiempo y forma: 
* “legajo  nº 11 - querellante: vivono, alfredo nestor y otros imputado: nast, lucio césar y otros s/ legajo de casación” (expte 85000124/2010);
* “legajo nº 3 - querellante: dres. alvaro baella, lucas ciarniello, ana claudia oberlin y nadia schujman y otro imputado: nast, lucio césar s/legajo de casación”. (expte 85000124/2010).

              2. DOCUMENTAL: Se adjunta la siguiente documentación:
* Captura de pantalla del trámite del expediente “legajo nº 3 - querellante: dres. alvaro baella, lucas ciarniello, ana claudia oberlin y nadia schujman y otro imputado: nast, lucio césar s/legajo de casación”. (expte 85000124/2010).
* Copia de cedula notificatoria y copia de la resolución registro Nº 745/14 de fecha 9/5/14 de los autos “fermoselle julio y otros s/ recurso de casacion” (expte fro 96003568/2010/cfc1, en los cuales ante un planteo recusatorio de los denunciantes FERMOSELLE y DUGOUR, en un incidente excarcelatorio, contra los magistrados de la Sala II, el mismo fue resuelto por la Sala III.
VI

PETITORIO
En razón de lo expuesto, solicito:

1.  Se tenga por ampliada la denuncia contra magistrados ALEJANDRO SLOKAR y PEDRO DAVID.

2.  Se proceda conforme lo establece el art. 3º de la Resolución 303/2005  del Consejo de la Magistratura. 

3.  Oportunamente se inicie el procedimiento, se investiguen los hechos y se sancione a los magistrados denunciados.
4.  Se aparte a los magistrados ALEJANDRO SLOKAR y PEDRO DAVID de seguir entendiendo en las causas donde los denunciantes sean parte. 

Se provea de conformidad.

Será Justicia. 

Lucio Cesar NAST

DNI Nº 10.594.380
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